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E s t u d i o s  -  /

Los Recursos en la nueva Ley de Impuesto 

Sobre la Renta

( Viene del número anterior)

H asta hace poco el conocim iento de lo C onten cioso-F isca l, en ma­
teria de Im puesto sobre la Renta, se les había atribuido a los Tribunales 
de A pelaciones del Impuesto sobre la Renta. El 10 de julio de 1942  
fue aprobada la primera Ley de Im puesto sobre la Renta, la cual entró 
en vigencia el 1’ de enero de 1943. En ella, por virtud de su artículo 50, 
se  creó en el M inisterio de H acienda una Junta de A pelaciones integrada  
por m iem bros designados por el ejecutivo y  a la cual se le adscribieron  
las atribuciones de resolver las cuestiones que se suscitaran con m otivo  
de la calificación de la renta, decidir la inconform idad del contribu­
yente con las liquidaciones fisca les y  conocer en apelación de todas las 
m ultas que fueran im puestas por razones distintas a la im procedencia  
del im puesto y  las dem ás que le señalaran los reglam entos. Las cues­
tiones para conocim iento atinentes a problem as de Im procedencia del 
im puesto, correspondían a los Tribunales Superiores de H acienda y  los 
Jueces de Primera Instancia que tuvieran función de Jueces Federales. 
E stas sentencias, a su vez, eran apelables para ante la Corte. La Junta 
era, adem ás, órgano consultivo de los contribuyentes y  ejercía funciones 
de fiscalización  y  vigilancia sobre las actividades de la adm inistración. 
En 1944 fue reformada la Ley anterior y  con dicha reform a la Junta 
de A pelaciones. Le fueron suprim idas sus funciones consultiva y  fisca -  
Iizadora pero, en cam bio, su com petencia fue am pliada para conocer 
de las cuestiones que pudieran ocurrir sobre la procedencia del im­
puesto. D espu és de 10 años, en sentencia de 1954, la antigua Corte 
Federal y  de Casación reconoció que desde esta  reform a la Junta había  
cobrado la categoría de Tribunal Jurisdiccional cuyas sentencias eran 
apelables para ante la propia Corte, la cual conocía  de esa s  causas en 
segunda y  última instancia. En tal situación perm aneció el aludido orga­
nism o hasta  1955, inclusive, cuyos integrantes, en núm ero de tres con 
los respectivos suplentes, continuaban siendo d esign ad os por el ejecu­
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tivo, por conducto del M inisterio de Hacienda, y  la Junta funcionaba  
com o dependencia de ese M inisterio.

En 1956, mediante la vigencia de una nueva Ley prom ulgada en 
1955, fue creado el Tribunal de A pelaciones del Impuesto sobre la Renta, 
cuyos vocales, en número de tres principales y  tres suplentes, eran 
eleg id os por la Corte, de candidatos presentados por el M inisterio de 
H acienda. Este Tribunal conocía en Primera Instancia, y  por apelación  
de las controversias suscitadas entre la Administración y  los contribu­
yentes, con motivo de la aplicación de la Ley de Im puesto sobre la 
Renta y  su Reglam ento. Las sentencias del referido Tribunal eran recu­
rribles para ante la Corte. En él fue creado un ju zgado de sustancia- 
ción, integrado por el presidente y  el secretario, de cuyas decisiones  
podia  oírse apelación para ante el Tribunal en pleno. Se otorgó al 
Adm inistrador General del Impuesto sobre la Renta la facultad para 
oír o denegar los recursos de apelación que se interpusieran para ante 
el Tribunal por su conducto y  se creó el Recurso de H echo contra las 
posib les denegatorias. El principio “solvet et repete” carecía de rigidez 
y era opcional que el contribuyente para formular la apelación por ante 
la Adm inistración General sustituyera el pago por el afianzam iento, pero 
se  cum plía de manera inflexible cuando se  tratara de recurrir ante la 
Corte contra las sentencias dictadas por el Tribunal.

En 1958, una nueva Ley de Impuesto sobre la Renta mantuvo la 
m ism a organización del Tribunal. N o obstante, estableció que la p os­
tulación de candidatos a jueces y  su integración se haría en la forma 
prevista por la Ley O rgánica del Poder Judicial. A causa  de esta  refor­
ma, y a  no era el M inistro de Hacienda quien debía hacer las postula­
ciones a la Corte para los correspondientes períodos constitucionales, 
sino el M inistro de Justicia. Como norma importante se introdujo en 
dicha reforma, que al contribuyente vencido totalm ente en el recurso se 
le im ponía el pago de interés del uno por ciento sobre la liquidación  
recurrida, a m enos que el Tribunal, m ediante exposición  m otivada en 
la m ism a sentencia lo exim iera de dicho pago por considerar que ha­
b ía  tenido m otivos racionales para litigar.

La Ley de 1961 reprodujo lo anterior. A raíz de ella, los abogados  
fisca les de la Administración General del Im puesto sobre la Renta, 
entre quienes nos contábam os nosotros, com enzam os a propugnar por 
la creación de un nuevo Tribunal de A pelaciones, en vista  de la m ulti­
plicación de las controversias entre el F isco  y  los contribuyentes para 
ese  entonces y  el grave daño que al uno y  a los otros ocasionaba la 
paralización de los procesos, desde un punto de vista econ óm ico . En
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1963, quien esto  escribe, rindió un informe al M inistro de Hacienda  
de aquel entonces, en el que probaba con datos de absoluta seriedad  
la situación que se plantearía en el futuro, si no se creaban de inm ediato  
cuando m enos dos Tribunales más. Con la colaboración del A dm inis­
trador General del Impuesto sobre la Renta, se logró que el Ministro 
de H acienda, en conversaciones con el Ministro de Justicia, lograra  
la creación de un Tribunal más, cuya integración, sin em bargo, requirió 
mucho tiempo no sólo  porque a pesar de estar presupuestado no apare­
cería el decreto que lo creara sino porque, una vez dictado éste, no 
se conseguían los candidatos para integrarlo, debido a que la Ley ex ige  
versación en D erecho Fiscal y, no obstante, los sueldos que devengan  
dichos jueces no se com padecen con la experiencia y  la especialidad  
que se les ex ige  ni con su categoría de Tribunal especializado. D e ma­
nera que para el último trimestre de 1966, ya existían en Caracas, 
con jurisdicción en toda la República, dos Tribunales de A pelaciones  
del Im puesto sobre la Renta.

LA NATURALEZA DEL RECURSO

El Recurso C ontencioso-F iscal, com o se deduce de lo expuesto  
anteriormente, es jurisdiccional-judicial. Dentro de la órbita de esta  
última rama del poder público, por las características peculiares de la  
Legislación venezolana, se deciden las controversias que la aplicación  
de la Ley de Im puesto sobre la Renta y  su Reglam ento suscite entre los 
contribuyentes y  el F isco N acional. El C ontencioso-Fiscal, originado  
en el C ontencioso de Anulación, sin em bargo, guarda la característica  
de que, en conocim iento del mismo, el juez puede caer al fondo de la 
controversia y  no só lo  anular el acto adm inistrativo, de una manera 
sim ple, sino tam bién reformarlo y  sustituirlo por otro. E s una facultad  
jurisdiccional de revisión, en virtud de la cual el juez tiene com peten­
cia para exam inar, com o ya quedó explicado, tanto desde el punto de 
vista form al com o sustancial, el acto administrativo.

El C ontencioso-Fiscal en la Legislación venezolana, concretam ente, 
en lo que atañe al Impuesto sobre la Renta, procede contra todo acto  
definitivo de la Administración General del Im puesto sobre la Renta, 
con m otivo de la aplicación de esa Ley especial y  sus R eglam entos, no 
só lo  porque el acto agote la vía administrativa, sino porque, vencido  
el término para que se produzca, no obstante, no se haya producido. 
Si bien el artículo 127 de la Ley de Im puesto sobre la Renta parece 
indicar que el Recurso C ontencioso-Fiscal se intente exclusivam ente
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contra liquidaciones em anadas de la Adm inistración, el artículo 136 
e jusdem  señala, com o com petencia de los Tribunales esp ecia les a los 
cuales se adscribe el conocim iento de ese Recurso, las sigu ientes m ate­
rias: l 9 Conocer de todas las controversias entre el F isco  y  los con­
tribuyentes, con m otivo de la aplicación de la Ley de Im puesto sobre 
la Renta y  su Reglam ento. 29 Conocer de las controversias entre el F isco  
y  los contribuyentes, con motivo de los reparos que form ule la Contra- 
loria General de la República en la aplicación de esa Ley y  su R egla­
mento. 3° Conocer de las im pugnaciones que formulen los contribuyentes 
contra multas im puestas por incumplimiento de esta Ley. Y 4 9 Cumplir 
las dem ás atribuciones que les señalen las leyes y  reglam entos. D e  
manera que son bastante am plias las atribuciones de estos T ribunales 
y, por consiguiente los actos susceptibles de ser im pugnados por este  
Recurso.

El Tribunal Primero del Impuesto sobre la Renta, precisam ente, 
en sentencia N 9 352  de 11 de agosto  de 1967, hace un estudio  muy 
interesante en cuanto a la naturaleza y  finalidad del C onten cioso-F isca l, 
a la luz de nuestras d isposiciones nacionales. D ice así, el m encionado  
Tribunal:

“El Recurso C ontencioso-F iscal a que se contrae el artículo 127 
de la v igente Ley de Impuesto sobre la Renta, en concordancia con las 
normas atributivas de com petencia a los Tribunales de Im puesto sobre 
la Renta previstas en el T ítu lo 13, Capítulo 3? de la citada Ley, ha de 
entenderse en sentido am plio en consideración de su naturaleza y  finali­
dad, de manera que él puede ser ejercido no sólo  contra actos adm i­
nistrativos de liquidación, sino también dirigido a enervar decisiones  
adm inistrativas que causen estado en virtud de controversias entre el 
Fisco y  los contribuyentes con motivo de la aplicación de la Ley y  su 
R eglam ento, según lo previene el Estatuto im positivo en su artículo  
136, atribución primera de los Tribunales de Im puesto sobre la R enta” .

“El exam en de las actas procesales revela que en el presente caso  
se trata de un Recurso C ontencioso-F iscal contra un acto adm inistra­
tivo em anado de la oficina liquidadora de Impuesto sobre la Renta, 
mediante el cual se declara la gravabilidad de un enriquecim iento que 
la contribuyente aprecia exento del tributo, con lo cual p lantea una 
situación atinente a su capacidad contributiva, esta  so la  circunstancia, 
a juicio del Tribunal, caracteriza la procedencia del Recurso interpuesto, 
conform e a lo previsto por el artículo 136, Ordinal 19 de la v igen te  Ley 
de Impuesto sobre la Renta” .
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Y, com o quiera que la sentencia cuyas partes pertinentes venim os 
transcribiendo, se  refería, justam ente a la decisión de un Recurso de 
H echo, en virtud de la cual el Tribunal mandó admitir a la Adm inis­
tración un Recurso C ontencioso-F iscal denegado contra la decisión ad­
m inistrativa que a su vez rechazaba una reclamación de aquélla a que 
se refiere el artículo 126 de la Ley de Im puesto sobre la Renta, el 
Tribunal agregaba:

“La particularidad que concurre en la citada planilla, es decir, su 
em isión con fundam ento en los so los datos contenidos en la declaración, 
la reviste de la firm eza que dim ana de la voluntad expresada sin apre­
m ios por la contribuyente en la form ulación de aquella, y por lo tanto 
el F isco  queda en condiciones de exigir el crédito liquidado dentro del 
término que al efecto  dispuso pero ello no autoriza a cercenar el leg í­
timo derecho de los contribuyentes para modificar una situación tribu­
taria que luego de m anifestada se aprecie errada en su contenido, tanto 
m ás, cuanto que el F isco  “no ex ige ni aspira a obtener de los contri­
buyentes sino lo que la Ley les im pone” .

IN T E R P O SIC IO N  Y TRAM ITACIO N

Los requisitos de interposición del C ontencioso-Fiscal guardan  
mucha sem ejanza con lo que la Ley establece para el Recurso de Recon­
sideración Adm instrativa, com o y a  hem os visto. En efecto: el término 
dentro del cual debe interponerse (artículo 127 de la L ey), es el de 
quince (1 5 )  días hábiles, los cuales com ienzan a contarse a partir: 
a ) a contar de la fecha del recibo de la planilla de liquidación; b) o a 
partir de la notificación form al del acto adm inistrativo recurrible; o c )  a 
partir del desestim iento del Recurso de Reconsideración Adm inistra­
tiva, si éste hubiera sid o  interpuesto previamente y  se hubiere desistido  
de él; o d ) de la fecha de notificación de la Resolución adm inistrativa  
que decidió el Recurso de R econsideración; o e ) desde el vencim iento  
del lapso establecido para decidir dicho Recurso de Reconsideración  
Adm inistrativa, es decir: de los anteriores m om entos a partir de los 
cuales com ienza a correr el término de quince (1 5 )  días hábi’es para 
interponer el Recurso C ontencioso-F iscal, debe concluirse que dicho  
Recurso siem pre pueda ejercerse contra un acto que cause estado y  
agote la vía administrativa, bien sea porque desde un punto de vista  
positivo la Adm inistración haya decidido lo conducente al caso plan­
teado, o por que vencido el término dentro del cual puede pronunciar 
esa decisión, sin em bargo, no lo haya hecho así. El artículo 225 regla­
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mentario ha querido ampliar el texto del 127 de la Ley y  ha agregado  
que este Recurso “procede contra todo acto adm inistrativo expedido  
con m otivo de la aplicación de la Ley y  de este Reglam ento y  deberá 
interponerse a través de la Adm inistración General del Impuesto sobre 
la Renta dentro del término de quince (1 5 )  días hábiles, contados a 
partir de la fecha de recibo de la planilla de liquidación o de la notifi­
cación formal del acto adm inistrativo recurrible, e t c . . . ”. El propio 
artículo 127 de la Ley ya  citado, ordena que este recurso C ontencioso- 
Fiscal se interponga a través de la Adm inistración General del Inmpuesto 
y  el 128 agrega  que en el escrito correspondiente deberá expresarse las 
razones de hecho y  de derecho en que se fundam ente el Recurso y  que 
tal escrito, así com o sus anexos, podrán ser rem itidos por intermedio 
de un juez o de un notario público. Por su parte, el parágrafo único 
del artículo 225 reglam entario, establece que las adm inistraciones sec­
c ionales y  fisca lías de! Im puesto, deberán recibir los escritos y  dem ás 
anexos contentivos de Recursos que interpongan contribuyentes dom ici­
liados en las respectivas jurisdicciones, los cuales remitirán dentro de 
un plazo no mayor de diez (1 0 )  días hábiles a la Adm inistración G ene­
ral. En otras palabras: el Recurso C ontencioso-Fiscal puede ser inter­
puesto a través de la Adm inistración General del Impuesto sobre la 
Renta, entendiéndose por ella no sólo  el despacho de la Administración 
General sino, adem ás, las seccionales o fiscalías dependientes de esa  
Adm inistración General y  cuya sede se encuentre en el dom ici’io del con­
tribuyente, o por intermedio de un juez o de un notario pblico. Lo que 
se precisa, en fin, e s  que un funcionario com petente dé fe del día en 
que se ha interpuesto el Recurso. En cuanto a la persona o personas 
que pueden interponerlo nada dice la Ley al respecto. N o obstante, es 
necesario pensar que al haberlo om itido se entiende que pueden recurrir 
por el C ontencioso-F iscal todos quienes tengan un interés directo y  
actual, que pueda ser lesionado por el acto adm inistrativo susceptible  
del m ism o, desde el punto de vista económ ico, bien sea personalm ente  
o por intermedio de apoderados judiciales legalm ente constitu idos, pero 
en todo caso, asistidos por un abogado, ya que, de lo contrario se v io ­
laría la Ley de ese ejercicio profesional.

Para interponer el Recurso C ontencioso-F iscal, el contribuyente o 
interesado no sólo  deberá garantizar o pagar el m onto de las liquida­
ciones im pugnadas, si las hubiere, sino, adem ás, las resultas del juicio  
(artícu lo 120 de la Ley) que podrán ser estim adas, a juicio de la Admi­
nistración, hasta un m áxim o del diez por ciento (1 0 % ) del m onto
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recurrido. Para tal efecto, los registradores, notarios y  jueces, deberán 
despachar en un p lazo no mayor de setenta y  dos (7 2 )  horas las dili­
gencias relativas a los docum entos que les sean presentados para cons­
tituir las correspondientes garantías. El R eglam ento, al referirse a este 
punto, lo que hace es transcribir las d isposiciones de la Ley.

A D M ISIO N  E IN A D M ISIO N  DEL R ECURSO

Como hem os podido observar a través del articulado de la Ley, es 
a la Adm inistración General del Im puesto sobre la Renta, es decir, al 
Adm inistrador General, a quien com pete oir o denegar el Recurso Con- 
tencioso-F iscal interpuesto por su conducto. E s decir, la nueva Ley 
transcribió un error muy com batido por todos los especialistas de esta  
m ateria. N o só lo  constituye una desviación jurídica el hecho de que 
un Recurso de tal naturaleza se interponga por conducto de una oficina  
adm inistrativa, sino que sería necesario que en esa  oficina adm inistra­
tiva existiera un personal de abogados altam ente calificados y  absolu­
tam ente im parciales y eficientes, para que dicho sistem a no fuera entor­
pecido, y  es m ás: para que él no se  prestara a abusos y  atropellos, hasta  
el punto de que la Adm inistración pierda el sentido de equidad e im­
parcialidad que dice tener y  aparezca, de pronto, por conducto de sus 
abogados com o una parte en proceso y  defendiendo intereses privados, 
en un proceso de derecho privado. Grandes abusos pueden com eterse  
en perjuicio de los contribuyentes y  los cuales, en una u otra form a, vie­
nen a hacer nugatorios los propios Recursos que la Ley establece, colo­
cando al contribuyente en m anos, de quienes, en un m om ento dado, 
puedan no tener inconveniente en apadrinar injusticias y  defenderlas, 
no com o funcionarios de buena fe, sino com o personas prevalidas de 
una posición oficial y  que buscan cerrar todo cam ino de im pugnación a 
los actos adm inistrativos, dentro de un espíritu de grupo incom patible 
con las funciones que se les hayan encom endado. Gran cuidado debe 
tener el M inisterio de Hacienda en la selección de las personas por 
cuyas m anos pase la sustanciación de estos R ecursos. N o só lo  porque 
en virtud de ellos se discuten a veces cuantiosas sum as de dinero, sino  
porque, m uchas veces, un error o una actitud personal poco digna de 
la función que se desem peña pueden acarrear una injusticia irreparable 
para un ciudadano y  un desprestigio para la Adm inistración muy difícil 
de subsanar en el futuro.

Recibido el Recurso por el Administrador General, a éste corres­
ponde com putar los d ías hábiles transcurridos para verificar si la inter­
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posición del m ism o fue o no dentro del término; calificar la garantía  
y aceptarla o pedir que se am plíe o se sustituya; y, en fin, establecer  
si se cumplieron los requisitos que señala el Capítulo 2 del T ítulo 12 
de la Ley. Si el Recurso ha sido interpuesto dentro del término; si la 
interposición del m ism o ha sido por persona que tenga un interés directo  
y actual, o por m edio de apoderado que reúna las condiciones que ex ige  
la Ley para ser apoderado judicial, y  si, en c?so  de que haya liquida­
ción, la garantía es suficiente, el Adm inistrador G eneral oirá dicho  
Recurso y, en caso contrario, lo denegará. El artículo 227  del R egla­
mento establece un plazo de quince (1 5 )  días hábiles sigu ientes a la 
fecha del ingreso del Recurso a la Adm inistración General, para que ésta, 
por auto expreso, dentro de dicho lapso, decida una de estas dos cosas; 
o proceder a estudiar la reconsideración a que se refiere el artículo 130 
de la Ley o remitir el expediente al Tribunal de Im puesto sobre la Renta 
que habrá de conocer de la controversia. N os da la im presión bastante  
fundada de que el artículo 227  reglam entario constituye un exceso  de 
dicha facultad. En efecto: si el Adm inistrador General oye el Recurso, 
lo cual deberá hacer lo m ás pronto posib le al recibo del m ism o, e inm e­
diatamente vencido el término que haya habido para interponerlo, puede 
proceder a estudiarlo y , dentro de ciento veinte (1 2 0 )  d ías hábiles, a 
contar de la fecha de la interposición de dicho Recurso, podrá reconsi­
derar parcial o totalm ente el acto o los actos recurridos, previa solicitud  
al contribuyente de inform aciones o probanzas que considere necesarias 
para ilustrar su criterio sobre el particular. Q ueda un poco  difícil, si se  
quiere ser leal a la term inología, ordenar que la A dm inistración dicte 
autos y  m ás aún establecer un p lazo que no ex iste  en la Ley, y  el cual, 
indudablem ente, coarta al Adm inistrador General el ejercicio de su 
facultad de reconsiderar los propios actos de su D espacho, lo cual con s­
tituye una equivocación muy dañina para las relaciones fisco-contribu­
yentes, ya  que por fuerza de ella, en determ inados m om entos el Adm i­
nistrador General verá m enoscabada esa facultad.

LA R E C O N SID ER A C IO N  E N  E S T E  R E C U R SO : N A TU R A LEZA , 
PO SIB IL ID A D  Y F U N D A M E N T O S

Como quedó anotado, el artículo 130 de la Ley estab lece que el 
Administrador Genera! del Im puesto sobre la Renta podrá reconsiderar 
el acto, objeto del Recurso C onten cioso-F iscsl, dentro del p lazo de 
ciento veinte (1 2 0 ) d ías hábiles a contar de la fecha de interposición  
del m ism o; que vencido ese término sin que hubiese habido pronun­
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ciam iento deberá la Adm inistración remitir las actuaciones al Tribunal 
en el estado en que se encuentren, pero que tal facultad de reconsidera­
ción no es procedente cuando se hubiere ejercido previam ente el Recurso 
de R econsideración Adm inistrativa.

La reconsideración de que trata el anterior artículo citado, aun 
cuando coincide en su nombre con el del Recurso a que se refiere el 
artículo 116 de la propia Ley, sin em bargo consiste en una facultad de 
carácter discrecional que el Legislador ha otorgado al Administrador 
General en el sentido de que éste, ob ligado a velar por la legalidad  
de sus actos y  de los de sus subalternos, pueda re-verlos y , com o con­
secuencia de ello, restablecer la legalidad que haya podido ser violada, 
o corregir, sim plem ente, cualquier interpretación equivocada de la Ley. 
Para que tal facultad de reconsideración nazca se requiere que el Recurso  
haya sido interpuesto previo el cum plim iento de los requisitos que esta ­
blece la Ley y  que, por lo tanto, haya sid o  oído. El acto que concierne 
a oir todo Recurso interpuesto siem pre hem os pensado que debe con­
signarse en una R esolución la cual debe dictarse dentro del expediente  
contentivo del m ism o y  no sim plem ente oirse de hecho, puesto que ello  
afecta  la estabilidad procedim ental en cierto modo y  contribuye a d ife­
rir cualquier decisión de fondo en caso  de que pueda haberla. T al vez 
ese, y  no otro, ha sid o  el propósito del artículo 227 del R eglam ento. Si 
vencido el lapso de ciento veinte (1 2 0 )  d ías hábiles, una vez interpuesto  
el Recurso, la Adm inistración no ha reconsiderado el acto adm inistra­
tivo, objeto del m ism o, debe proceder a remitir el expediente al Tribu­
nal com petente, entendiéndose que no usó de su facultad discrecional 
y  que el acto recurrido, de hecho, fue confirm ado por el propio adm i­
nistrador, pero ello no sign ifica , forzosam ente, dentro de nuestra m o­
desta opinión, que en el lapso que m edia entre el vencim iento de ese  
término y  la rem isión del expediente al Tribunal no tenga validez legal 
cualquier reconsideración parcial o total que el Adm inistrador realice, 
ya  que han sid o  unánim es y  reiteradas la Jurisprudencia y  la Doctrina  
N acionales, en el sentido de coincidir en cuanto a que no só 'o  es una 
facultad la que tiene la Adm inistración de reconsiderar sus actos sino  
que, adem ás, es un deber. El artículo 227 del R eglam ento en su pará­
grafo 3 ’ , en lo que atañe al sign ificado de la reconQideración, confunde 
y  anarquiza los conceptos: en ese  parágrafo se expresa que si la recon­
sideración resultare totalm ente desfavorable al recurrente, la A dm inis­
tración hará su notificación y  dispondrá la rem isión del expediente con  
todas las actuaciones al Tribunal dentro de los quince (1 5 )  d ías hábiles  
siguientes a  la fecha de la reconsideración. E s decir: el artículo regla­
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mentario pretende que ex iste reconsideración cuando no se reconsidera  
y sin un criterio definido de econom ía procedim ental, tal error ha dado  
por resultado que la Adm inistración del Im puesto distrae funcionarios 
en elaborar largas R esoluciones que transcriben las que han servido de 
base a actos de liquidación im pugnados y  estas R esoluciones las noti­
fica a los contribuyentes que han recurrido, agregando a ello el error 
(que trata de convertirse en vicio adm inistrativo) de desglosar de hecho  
las planillas recurridas del expediente del Recurso y  remitirlas, de 
nuevo, a quien lo ejerció contra ellas, con el objeto de recom endar su 
pago, cuando ya el contribuyente o interesado han interpuesto el Recurso  
C ontencioso-Fiscal y  han expresado las razones de hecho y  de derecho  
que le sirven de fundam ento, porque la propia Ley así se lo ha ex igid o. 
La Administración no debe elaborar R esolución alguna a m enos que 
del estudio del Recurso resulte una reconsideración del acto que lo 
originó, y la cual pueda ser parcial o total. En el primer caso, deberá  
anular las planillas y  emitir otras por el monto correspondiente. El 
Recurso interpuesto contra las planillas originales continuará el proce­
dimiento legal pero sólo  en lo desfavorable al recurrente y  sobre lo 
cual versará. (P arágrafo  3 ’ del artículo 227 del R eglam ento). Se ha 
preguntado en algunas oportunidades si en el supuesto caso de una 
reconsideración parcial debe producirse una nueva garantía que iden­
tifique las nuevas planillas que han sido resultado de la reconsideración  
y  que se refieran a los nuevos m ontos o cantidades expresadas en ellas. 
Creemos que no es necesario porque la R esolución que m anda em itir'as 
anula las anteriores y  declara que ellas sustituyen a las originales. Con 
este mismo criterio el Tribunal de A pelaciones del Im puesto sobre la 
Renta opinó en un caso  concreto que una garantía legalm ente constitu ida  
cubría los actos de liquidación sustitutiva que fueran em itidos com o  
resultado de haberse interpuesto un Recurso de A pelación.

Si la reconsideración es totalm ente favorable al recurrente, la Admi­
nistración lo notificará a éste, tramitará la anulación de las p lanillas, 
archivará el expediente y  dispondrá la inmediata liberación de la garan­
tía. (P arágrafo  29 del artículo 227 del R eglam ento).

En caso  de que no ocurra la reconsideración parcial o total y  que 
la Administración por vencim iento del término para ello establecido, 
deba remitir al Tribunal com petente tanto al escrito del Recurso com o  
todas las dem ás p iezas del m ism o, el expediente así form ado deberá  
contener, adem ás, actas, ajustes de rentas, las planillas de liquidación  
recurridas o  la R esolución original contentiva de su notificación,
10



certificación de la garantía prestada y  la R esolución adm inistrati­
va sobre la reconsideración facultativa, si la hubo, y  certificación  
de los días hábiles transcurridos en la A dm inistración: a ) desde la 
fecha de recibo de las planillas o de notificación del acto recurrible 
hasta la fecha de interposición del Recurso, y  b ) desde la fecha de inter­
posición del Recurso hasta la fecha de rem isión del expediente al Tri­
bunal. (A rtículo 228  del R eglam ento). Vale la pena referirnos, som e­
ramente, al parágrafo único del segundo aparte del artículo 130 de la 
Ley, en concordancia con el artículo 229  del R eglam ento, y  el cual d is­
pone que la facultad de reconsideración prevista en ese artículo no es 
procedente cuando se hubiere ejercido previam ente el Recurso de R econ­
sideración Administrativa. Y querem os referirnos expresam ente a él, 
porque, aun cuando nadie ha escrito sobre el particular, a lgunos han 
pretendido interpretar dicho parágrafo de una forma absolutam ente  
restrictiva, en el sentido de que por la sim ple interposición del Recurso  
de Reconsideración Adm inistrativa, aun cuando de inm ediato se  desista  
de ese procedim iento y  se  interponga el Recurso C ontencioso-F iscal, 
ya  el Administrador General no podrá reconsiderar su propio acto o 
el de sus subalternos, lo cual es com pletam ente absurdo, porque sería  
colocar en manos del recurrente la posibilidad de impedir que el Adm i­
nistrador General por una u otra vía pudiera reconsiderar dicho acto. 
En efecto: bastaría con que un contribuyente interpusiera el Recurso  
de Reconsideración Adm inistrativa y  de inm ediato desistiera del m ism o  
para que, de acuerdo con esa  interpretación, el Adm inistrador General 
no pudiera hacer uso de la facultad de reconsiderar su propio acto que 
se  le otorga en presencia de un Recurso C onten cioso-F isca l, función de 
una extraordinaria importancia y  de orden público de la cual, de ninguna  
manera, puede ser privado caprichosam ente el Adm inistrador. Cuando  
la Ley expresa que la facultad prevista en el artículo 130 no es proce­
dente cuando se hubiese ejercido previam ente el Recurso de R econside­
ración Adm inistrativa, tal d isposición se refiere a que habiendo estado  
en posibilidad de decidir y  habiendo decidido el caso  el Adm inistrador 
General, por la v ía  del Recurso de R econsideración A dm inistrativa, no 
pueda volverlo a decidir por v ia  de reconsideración discrecional. En 
otras palabras, que el Adm inistrador General no puede decidir dos veces  
el m ism o caso, primero por la v ía  del Recurso de R econsideración y  
luego por la vía de la reconsideración discrecional, en tendiéndose com o  
expresam ente lo entiende el Legislador, que en el R ecurso de R econsi­
deración Adm inistrativa no só lo  ex iste una decisión cuando ésta  se pro­
nuncia sino cuando agotad os todos los térm inos lega les, no es pronun­

II



ciada oportunamente. De manera que ejercer el Recurso de R econside­
ración Administrativa, para los efectos del parágrafo único del artículo  
130 de la Ley, no debe interpretarse com o una sim ple interposición o 
introducción o presentación del Recurso de Reconsideración A dm inis­
trativa, sino com o el agotam iento de esa  fase adm inistrativa, hasta la 
decisión final, expresa o presunta, de acuerdo con la Ley.

FU N D A M E N T O S D E  LA R EC O N SID ER A C IO N
Para finalizar, debem os advertir que los fundam entos de la recon­

sideración discrecional, después de interpuesto el C ontencioso-F iscal, 
se resumen en el restablecim iento de la legalidad que se  haya violado  
por virtud del acto o los actos objeto del Recurso y, en consecuencia, 
siem pre habrán de ser jurídicos los fundam entos de esta  reconsidera­
ción. Sin em bargo, com o quiera que el Ejecutivo N acional por d isposi­
ción del artículo 78 de la Ley O rgánica de la H acienda Pública N acio ­
nal está facultado para resolver los casos dudosos o no previstos en 
las leyes fiscales, procurando conciliar siempre los intereses del F isco  
con las exigencias de la equidad, y  que por virtud de una Ley especial 
(la  de Impuesto sobre la Renta) es al Administrador General a quien 
com pete la reconsideración adm inistrativa de los actos originados en 
su D espacho, no dudam os en pensar que ante la presencia de casos  
dudosos o no previstos por la Ley y  sólo  por vía de reconsideración  
adm inistrativa, el Administrador General puede reso'ver un caso o casos  
determ inados atendiendo a la equidad y  a la conciliación de los intere­
ses del F isco N acional y  de los contribuyentes.

RECURSO  D E  HECHO
Habíam os dicho que, por virtud de la Ley de Im puesto sobre la 

Renta, es al Administrador General a quien concierne oir o denegar el 
Recurso C ontencioso-F iscal, por su conducto interpuesto para ante el 
Tribunal de Impuesto sobre la Renta. El artículo 131 de la Ley esta ­
blece que: “Cuando el Recurso previsto en este  capítu lo fuere negado  
podrá recurrirse de hecho dentro de los cinco (5 )  d ías hábiles sigu ientes  
a la notificación de la negativa; en este caso el Tribunal de Im puesto  
decidirá sobre la procedencia del Recurso dentro de las seis (6 )  audien­
cias siguientes a la introducción de éste” . Es decir: La Ley de Im puesto  
sobre la Renta, introduce un Recurso denom inado de Hecho, traído de 
la Legislación Civil, y  encam inado a servir de control en cuanto a que 
la Administración del Im puesto sobre la Renta no pueda denegar arbi­
traria o ilegalm ente un recurso interpuesto por su conducto.

(C ontinuará)
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S e n t e n c i a s  - 1 al  7
1.— 356.— DEL TRIBUNAL PRIM ERO DEL IM P U E ST O  SO BR E  

LA REN TA  (C A SO : COM PAÑIA ANO NIM A R IO K A ).— D E  30  
D E  ABRIL DE 1968.— P O N E N T E : DR. P. E. D O M IN G U E Z  
SANCH EZ.— PER E N CIO N  D E  LA INSTANCIA.

"De conformidad con el artículo 201 
del Código de Procedimiento Civil, apli­
cable éste supletivamente en caso de im­
previsión de la Ley de Impuesto sobre 
la Renta, toda instancia se extingue por 
el transcurso de tres años sin haberse 
ejecutado durante ellos ningún acto de 
procedimiento.

Ahora bien, el último acto de proce­
dimiento practicado en el presente juicio 
tuvo lugar el día 22 de mayo de 1961, 
fecha en que el representante del Fisco 
pidió fijar oportunidad para oir infor­
mes, de modo que a partir de la citada 
fecha 22 de mayo de 1961, hasta el 28 
de febrero de 1967, en que se produjo 
la solicitud de declaratoria de perención, 
no se ha ejecutado en el presente juicio 
ningún acto de procedimiento y ha trans­
currido en consecuencia un lapso que ex­
cede del término de tres años requeridos 
por el citado artículo 201 del Código de 
Procedimiento Civil para que opere la 
perención de pleno derecho. De lo ex­
puesto el Tribunal concluye que la soli­
citud de perención de la instancia en 
este proceso, es procedente; y así lo de­
clara.

Y en cuanto respecta a los efectos de 
tal declaratoria sobre el reparo formu­

lado por la antiguamente denominada 
Contraloría General de la Nación, el 
Tribunal observa:

El artículo 204 del Código de Pro­
cedimiento Civil determina los efectos 
de la perención, al establecer textualmen­
te que:

"La perención no extingue la ac­
ción, ni los efectos de las decisiones 
dictadas, ni las pruebas que resulten 
de los autos, pero hace nulo el pro­
cedimiento".

"Cuando el juicio en que se veri­
fique la perención se halle en apela­
ción, la sentencia apelada quedará 
con fuerza de cosa juzgada".
La norma procedimental transcrita 

contempla pues dos situaciones diferen­
tes en cuanto a los efectos jurídicos de 
la perención de la instancia según ésta 
se opere estando o no el juicio en ape­
lación. En el primer supuesto, o sea, 
cuando la perención se realiza en causa 
en estado de apelación, la decisión ape­
lada queda con fuerza de cosa juzgada, 
por lo que en realidad lo que perime 
no es tanto la instancia sino el recurso 
de alzada.

En el segundo supuesto, o sea, cuan­
do la perención se consuma en una
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causa que no se halla en apelación, el 
actor conserva su derecho a deducir nue­
vamente su acción cuando a bien lo ten­
ga, salvo el caso de retardo perjudicial 
previsto en la Ley o salvo el caso de que 
impedimentos legales le veden la posibi­
lidad de recomenzar el proceso; igual­
mente el actor conserva el derecho de 
aprovechar los efectos de las decisiones 
interlocutorias dictadas y de las pruebas 
evacuadas. Pero para el cabal ejercicio 
de estos derechos el demandante tiene 
necesariamente que iniciar un nuevo pro­
cedimiento, vale decir, recomenzar la 
instancia mediante el impulso procesal 
de una nueva demanda, pues la instan­
cia perimida queda sin validez como 
consecuencia de la nulidad decretada por 
el propio legislador.

Ahora bien, en el caso que nos ocu­
pa, la perención se ha consumado y de­
clarado en juicio deferido a la compe­
tencia de este Tribunal, en virtud de 
apelación propuesta contra reparo resul­
tante de decisión administrativa dictada 
por la antigua Contraloría General de la 
Nación, a cuyos fines la Ley establece 
un término perentorio de quince días, 
por lo cual ninguna eficacia jurídica pue­
de atribuirse al Recurso de Apelación 
oportunamente interpuesto contra el re­
paro impugnado, pues los efectos de la 
perención de la instancia conllevan la 
nulidad de todos los actos de procedi­
miento, salvo las excepciones expresa­
mente hechas por el legislador, entre las 
cuales no figura, ni podría figurar sin 
que se incurriera en una contradicción 
procesal, la demanda o apelación, pues 
entonces no habría propiamente una nue­

va instancia sino la prosecución de una 
instancia ya comenzada y parcialmente 
anulada, lo cual no corresponde a la 
institución de perención en nuestro or­
denamiento adjetivo. La apelación con­
tra dicho reparo hay que tenerla como 
nunca interpuesta pues la perención bo­
rró su existencia junto con la de los 
demás actos del proceso, salvo las prue­
bas evacuadas y las decisiones interlocu- 
torias dictadas.

N o sería éste el único caso en que 
la perención de la instancia de un juicio 
en primer grado jurisdiccional enerve o 
extinga indirectamente la vida de la ac­
ción. Borjas trae a colación a tal res­
pecto los casos de prescripción de la 
acción ejercida como consecuencia indi­
recta de la nulidad de la citación a juicio 
del demandado que la había interrum ­
pido, y los de las acciones interdíctales 
que, como no pueden ser propuestas 
"sino dentro del año siguiente al hecho 
motivo de la querella, si llega a perimir 
la instancia en que se las intente no po­
drían volverse a proponer, pues el año 
dentro del cual pueden serlo fenecerá 
mientras corre el trienio necesario para 
que se verifique la perención".

Es de observar que soluciones legis­
lativas de países extranjeros de avanza­
do desarrollo en la sistemática del De­
recho Adjetivo, han acogido en sus or­
denamientos Contencioso-Administrativos 
el principio de imprimirle firmeza a la 
decisión administrativa que ha sido ob­
jeto de un juicio en que se realice la 
perención de la instancia, aún en el pri­
mer grado de la jurisdicción.

Por lo expuesto, este Tribunal Pri­
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mero de Impuesto sobre la Renta, ad­
ministrando justicia en nombre de la Re­
pública y por autoridad de la Ley, de­
clara perimida la instancia en el presente 
juicio, e igualmente declara que el ex­
presado reparo adquiere en tal virtud 
fuerza de acto administrativo definitiva­

mente firme y puede ser cobrado eje­
cutivamente mediante la respectiva pla­
nilla de liquidación".

(1) La 357 (Caso: Quimotrop), no se 
reproduce por ser similar a la 356.

2.— 358.— D E L  T R IB U N A L  PRIM ERO DEL IM PU E ST O  SO B R E  LA 
R EN T A .— D E  17 D E  JUNIO  D E  1968 (C A SO : DR. E U D O R O  

VAN D ER  B IE S T ).— P O N E N T E : DR. JOSE LU IS ALBO RNO Z  
O.— SIN  LUGAR.

HONORARIOS: Disponibilidad.

"Los honorarios a que se contrae el 
presente juicio ingresaron al patrimonio 
del contribuyente en el año de 1960, o 
sea en ocasión de su perceptibilidad por 
virtud del acta de Remate antes men­
cionada y ésta viene a ser por imperativo 
legal (artículo 1°, Parágrafo Segundo, 
Ley de Impuesto sobre la Renta vigente 
para el ejercicio) la ocasión para ingre­
sar al Fisco lo que a éste corresponde en 
concepto de impuesto; ninguna razón de 
orden legal existe para pretender que la 
oportunidad del gravamen sea otra que 
aquella en que el beneficio llegó a po­
der del contribuyente, pues mientras éste 
no lo había percibido, sólo tenía una 
mera expectativa de recibirlo y el Fisco 
no podía por tanto requerir como en 
efecto no lo hizo, la carga impositiva 
establecida por la Ley, ya que en nuestro 
sistema tributario el gravamen a la renta 
no sólo está referido a las circunstancias

que la originan, sino también a su dis­
ponibilidad y otras condiciones objeti­
vas que determinan legalmente la grava- 
bilidad de aquélla.

En sentencia N ° 355 del 5-3-68, en 
un caso semejante al de autos, este T ri­
bunal dijo lo siguiente, que ratifica en 
la presente oportunidad: ..."a lg u n as  de 
las referidas circunstancias, como es el 
caso en estudio, pudieron haber aconte­
cido en determinadas oportunidades com­
prendidas dentro de ciertos ejercicios gra- 
vables, pero la disponibilidad del enri­
quecimiento advino en un ejercicio dis­
tinto, en este caso la Ley es terminante 
en el sentido de que el gravamen sólo 
procede cuando el contribuyente tenga 
la disponibilidad de la renta. Teorizar 
acerca del hecho generador del tributo 
por lo que respecta a beneficios compu- 
tables dentro del Capítulo III de la 
Ley aplicable al caso de autos, es cues­
tión que posiblemente tenga valor e 
influya en el gravamen en otros países,
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pero no en el nuestro donde el hecho 
generador está referido, entre otras exi- 
gencias, a la disponibilidad, conforme 
lo previene el ya citado Parágrafo Se­
gundo del Artículo 1? de la referida 
Ley".

La Ley fiscal, eminentemente objeti­
va, no puede entrar a considerar lo que 
pudo o debió hacerse y no se hizo, o
simplemente contemplar las consecuen­
cias de haber elegido una vía y no otra, 
como lo alega el recurrente en sus di­
versos escritos de autos, pues ello va

contra la esencia económica que infor­
man el proceso de la tributación directa 
en nuestro medio; como actividades que 
corresponden por su calidad a la Cédula 
VI (profesionales no comerciales), los 
ingresos profesionales constituyen objeto 
de gravamen para el titular de los mis­
mos al momento en que efectivamente 
entran a formar parte de su caudal pa­
trimonial, es decir, cuando por efecto 
de la disponibilidad requerida por la Ley, 
le son pagados o acreditados en cuenta, 
sin condiciones ni presupuestos que obs­
taculicen su líbre aprovechamiento.

3.— 359.— DEL T R IB U N A L  PRIM ERO DEL IM PU E ST O  SO B R E  LA 
R E N T A .— D E  4  D E  JULIO D E  1968 (C A SO : K E N N E T H  D A - 

' RREL H O L M E S).— P O N E N T E : DR. P. E. D O M IN G U E Z SA N ­
CHEZ.— CON LUGAR.

MATERIA GRAVABLE

Enriquecimientos.
"Conforme se infiere de la narrativa 

de esta sentencia la cuestión litigiosa so­
metida a la jurisdicción de este T ribu­
nal plantea el problema de la legitimidad 
del acto administrativo mediante el cual 
se atribuye al contribuyente Kenneth 
Darrel Holmes un incremento de Bs. 
11.273,90 en su enriquecimiento grava- 
ble declarado para el año de 1960, pro­
veniente aquél de partidas pagadas por 
su empleador —la General Electric de 
Venezuela, S. A.— para el "transporte 
de sus efectos personales, etc." desde el 
exterior a Venezuela.

A tal respuesta el Tribunal observa:
El artículo 1° de la Ley de Impuesto 

sobre la Renta de fecha 19-12-58, que 
es el ordenamiento aplicable, por su vi­
gencia temporal, al caso sub-judice, dis­
ponía que "toda persona o comunidad 
pagará el impuesto que esta Ley auto­
riza por los enriquecimientos netos y 
disponibles que obtenga en virtud de 
actividades económicas realizadas en Ve­
nezuela o de bienes situados en el país".

Con arreglo a la norma transcrita, el 
gravamen incide sólo sobre los enrique­
cimientos, es decir, sobre los incremen­
tos del patrimonio de las personas y co­
munidades, en los cuales deben concu­
rrir, además, los requisitos de que sean
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netos, disponibles y que provengan de 
actividades económicas o de bienes si­
tuados en el país, es decir, se permite, 
por una parte, la deducción de las par­
tidas autorizadas por la Ley en cada 
capítulo o cédula y por la otra se re­
quiere que el enriquecimiento sea terri­
torial y además que su beneficiario pue­
da usar y gozar de él sin impedimento 
jurídico alguno. En el caso en estudio 
el Tribunal considera que tales presu­
puestos legales no concurren, puesto que 
no se produjo ningún incremento en el 
patrimonio del contribuyente con el solo 
hecho de darle las facilidades necesarias 
para su traslado y el de sus efectos per­
sonales a los fines de la prestación de 
los servicios en Venezuela que tenía con­
venido suministrar, el desembolso reali­
zado por la empresa contratante consti­
tuyó una erogación necesaria para ella 
conforme a lo previsto por el contrato 
de trabajo, tal como lo asienta la pro­
pia investigación en acta N ° 212-G. E., 
haciendo así posible la obtención de los 
servicios del trabajador, la labor de éste 
en el país viene a constituir la actividad 
económica productora de la renta gra- 
vable, de otra manera caeríamos en la 
absurda posibilidad de gravar en cabeza 
de Holmes la partida reparada aún cuan­
do aquél, por motivos extraordinarios, 
de fuerza mayor o por causas fortuitas, 
no hubiera podido suministrar su asis­
tencia a la empresa contratante.

La razón fundamental y única traída 
tanto en el acta fiscal que concretó el 
reparo como en las conclusiones de in­
formes ante este Tribunal, es una sen­
tencia dictada por la Junta de Apela­

ciones del Impuesto sobre la Renta, cuya 
transcripción aparece en otra parte de 
este fallo. Cabe señalar respecto de tal 
argumentación que en aquella oportu­
nidad la citada Junta de Apelaciones no 
resolvió un caso similar al de autos, sino 
que entonces se trataba, como evidente­
mente se colige de dicha decisión, que 
la cuestión debatida se refería a la pro­
cedencia o improcedencia de la deduc­
ción de determinadas partidas de gastos 
realizados por una empresa a objeto de 
traer del exterior cierto personal que de­
bía suministrarle sus servicios en Vene­
zuela, y sólo de manera incidental, pero 
sin ser la cuestión debatida, dicho O r­
ganismo expresó que tales pagos cons­
tituían renta del capítulo VII de la Ley, 
cédula secta, gravable a cargo del em­
pleado traído del exterior. Si esto es 
cierto, no lo es menos que esta decisión 
de la Junta de Apelaciones se produjo 
bajo el imperio de la Ley de Impuesto 
sobre la Renta de 12-11-48, que rigió 
hasta el 31-12-55 y del Reglamento del 
25-4-49, por lo cual es de presumir que 
erogaciones de la naturaleza indicada 
hayan sido catalogadas como "viáticos” 
por el organismo sentenciador y enton­
ces computables como renta del capítulo 
VII de aquella Ley, que se refería al 
"impuesto sobre sueldos, ensiones y otras 
remuneraciones" y en su artículo 20 ex­
presamente ordenaba computar los "viá­
ticos" dentro de la materia gravable. 
Pero el caso de autos es distinto, ya se 
dijo en otra parte, que la normativa a 
él aplicable era la contenida en la Ley 
de 19-12-58; en este Estatuto Impositivo, 
el Capítulo VIII se refiere al impuesto

17



sobre los sueldos, pensiones y otras re­
muneraciones y su artículo 30 que con­
creta el gravamen cedular a tales pío- 
ventos suprimió en su enumeración a 
los "viáticos'', omisión que viene desde 
la Ley que comenzó a regir el 1-1-56, 
e igualmente lo hizo el Decreto Regla­
mentario de la misma, tal prescindencia 
ha de interpretarse, como es lógico, en 
el sentido de que el legislador excluyó 
del gravamen esas cantidades que se dan 
a los empleados y trabajadores en forma 
casual y extraordinaria, no como con­
traprestación a su labor, sino como com­
pensaciones necesarias para que pueda 
desarrollar o prestar sus servicios, así lo

ha reconocido la propia Administración 
Fiscal, en efecto, al comentar en el Bo­
letín Extraordinario N° 35, las innova­
ciones de la Ley promulgada el 26-7-55, 
expresa lo siguiente: "En el capítulo VIII 
(del impuesto sobre sueldos, pensiones 
y otras remuneraciones) se suprimió de 
la enumeración de lo gravable, por este 
Capítulo la palabra VIATICOS, lo que 
colige como intención expresa del legis­
lador el no considerarlos como grava- 
bles". Y ello es lógico que así sea, pues 
tales suministros en nada enriquecen al 
trabajador pues no son para su directo 
beneficio, sino medios necesarios para 
que pueda prestar su labor".

4.— 360.— D E L  T R IB U N A L  PRIM ERO D E L  IM PU E ST O  SO B R E  LA 
R EN T A .— D E  8  D E  JULIO D E  1968.— P O N E N T E : DR. P. E . 
D O M IN G U E Z  SA N C H EZ (C A SO : C O V E N A L ).— R EC U R SO  DE  
H ECHO C O N  LUGAR.

RECURSO CONTENCIOSO-FISCAL: 

Oportunidad.

"Siendo oportunidad legal, el T ribu­
nal pasa a dictar su fallo, a cuyo objeto 
observa:

Conforme se desprende de los autos, 
la Administración General del Impuesto 
sobre la Renta se negó a oir el recurso 
contencioso-Fiscal interpuesto el 14 de 
noviembre de 1967, por Corporación Ve­
nezolana de Aluminio C. A. (C OV E­
N A L), contra las planillas de liquida­
ción de impuesto y m ulta expedidas a

su cargo el 11-10-67, bajo los números 
427639 y 427640, con montos respectivos 
de Bs. 184.828,41 y 139.573,61, al sus­
tentar la nombrada oficina en Resolución 
N<? HIR-100-00412-2, del 13-5-68, el cri­
terio de haber sido extemporáneo el re­
curso deducido, en razón de que el ar­
tículo 127 de la vigente Ley de Impuesto 
sobre la Renta establece el término de 
quince (15) días hábiles para tal fin y 
"entre la fecha de recibo de las plani­
llas impugnadas, según constancia de re­
cibo, o sea el 14 de octubre de 1967, y 
la fecha en que fue interpuesto su es­
crito de impugnación, 14 de noviembre
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de 1967, transcurrieron más de los quin­
ce (15) días hábiles señalados por la 
Ley como término para su interposición, 
éste en defintiva resulta extemporáneo''.

Por su parte, la recurrente sostiene 
que no es cierta la extemporaneidad del 
recurso, alegada por la Administración 
del Impuesto, en virtud de que las plani­
llas objeto de apelación fueron recibi­
das por ella el 25 de octubre de 1967 
y el correspondiente escrito recursorio 
fue intrcducido el 14 de noviembre de 
¡967, o sea dentro del lapso previsto por 
el artículo 127 de la Ley de la materia. 
El Tribunal observa:

Conforme a lo expresado, la cuestión 
a decidir se concreta a precisar la fecha 
en que la contribuyente recibió las pla­
nillas objeto del recurso, pues si lo fue 
el 14-10-67, como lo sostiene la Oficina 
Liquidadora, evidentemente aquél es ex­
temporáneo, mientras que si por el con­
trario se acoge la fecha alegada por la 
recurrente (25-10-67), el recurso aparece 
interpuesto dentro del término legal, o 
sea el penúltimo día del lapso —15 días 
hábiles— acordado a tales fines por el 
artículo 127 de la Ley de Impuesto so­
bre la Renta, pues bien notorio es que 
conforme al Calendario Gregoriano que 
nos rige, del 25 de octubre de 1967 al 
14 "3e noviembre del mismo año, trans­
currieron veintiún (21) días, entre estos 
tres (3) domingos (días 29-10-67, así 
como el 5 y el 12 de noviembre) típica­
mente inhábiles; y también tres (3) sá­
bados (días 28-10-67, y 4 y 11 de no­
viembre) en que tampoco labora la Ad­
ministración General del Impuesto sobre 
la Renta, transcurrió igualmente el día

que dio lugar a la apertura del término 
establecido por la Ley de la materia para 
intentar el recurso contencioso-fiscal (día 
25-10-67) tampoco computable dentro 
de aquel término en virtud de la regla 
de derecho "dies a quo no computatur 
in termino", acogida por nuestro orde­
namiento positivo tanto material como 
formal, artículos 12 del Código Civil y 
150 del Código de Procedimiento Civil.

Ahora bien, en el caso concreto del 
presente recurso de hecho, la Adminis­
tración General del Impuesto sobre la 
Renta sostiene que las planillas de li­
quidación fueron recibidas por la contri­
buyente el día 14-10-67 y en autos apa­
recen producidas por ella, los originales 
(2) de las constancias de recibo de las 
planillas Nos. 427639 y 427640, en cuyo 
texto se lee que fueron dirigidas a Cor­
poración Venezolana de Aluminio C. A., 
Edificio Gran Avenida, segundo piso, 
Plaza Venezuela, Caracas. Igualmente 
aparece que la recepción de tales instru­
mentos tuvo lugar el día 10-10-67, por 
una persona que firma "Hermenegildo", 
la que según la recurrente, es conserje 
del edificio donde están sus oficinas, pero 
ningún nexo de trabajo tiene con ella 
y para probar este alegato promovió la 
testifical de Hermenegildo Vengoechea 
y la relación del personal que laboró en 
la empresa en el año civil de 1967, pre­
sentada al Ministerio de Trabajo, con­
forme al artículo 70 del Reglamento de 
la Ley del Trabajo.

Pero a juicio de este Tribunal, la 
prueba fundamental promovida por la 
recurrente para desvirtuar la aseveración 
de la Oficina Liquidadora respecto de la
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fecha de recibo de las planillas que die­
ron lugar al recurso contencioso-fiscal, 
es la de inspección ocular en el libro 
designado por la mencionada oficina para 
el despacho de la correspondencia oficial 
ordinaria a través de la Oficina Princi­
pal de Correos de Caracas y en el cual 
se identifican los despachos que contie­
nen las planillas de liquidación de la 
serie denominada "especial", destinadas 
a los contribuyentes de la ciudad de Ca­
racas. Evacuada esta prueba, el T ribu­
nal dejó "constancia expresa de que di­
chas planillas de liquidación fueron re­
cibidas por la Oficina Principal de Co­
rreos de Caracas el día veinticuatro (24) 
de octubre de mil novecientos sesenta y 
siete (1967), a fin de su notificación al 
destinatario Corporación Venezolana de 
Aluminio C. A., el Tribunal examinó y 
tuvo en cuenta a los fines de determinar 
la aludida fecha un sello húmedo que 
fue estampado por dicha Oficina con el 
siguiente texto: "República de Venezue­
la Oficina de Correos 24 de OCT. 1967 
Receptoría Oficial Centro Postal de Ca­
racas"."

Los resultados de la citada prueba de 
inspección ocular, adminiculada a otras 
promovidas por el apoderado de la recu­
rrente, como es por ejemplo el sobre que 
contenía a las tantas veces citadas plani­
llas de liquidación, al cual imprimió la 
Oficina de Correos de Caracas un sello 
húmedo que determina como fecha de 
su recepción la del día 24-10-67, llevan 
al ánimo de los juzgadores, la convicción 
de que la fecha inscrita en las tarjetas 
de "constancia de recibo" —fundamento 
de la resolución recurrida— no responde

a la verdad puesto que nunca podría en­
tregar el correo el 14-10-67, una corres­
pondencia que recibió el 24-10-67, como 
ha sido demostrado.

Por último, cabe señalar que aún 
cuando las planillas recurridas en escrito 
consignado en la Administración del Im ­
puesto sobre la Renta el 14 de noviem­
bre de 1967, hubieran sido recibidas por 
la contribuyente el mismo día de su con­
signación en la Oficina de Correos (24-
10-67), el recurso contencioso-fiscal apa­
rece interpuesto en tiempo oportuno, o 
sea el último día del lapso previsto a 
tales fines por el artículo 127 de la vi­
gente Le.y de Impuesto sobre la Renta, 
pues de los veintidós (22) días que co­
rren entre el 24-10-67 y el 14-11-67, 
es procedente rebajar tres (3 ) sábados 
(28-10-67 y 4 y 11 de noviembre) y 
tres (3) domingos (29-10-67 y 5 y 12 
de noviembre) en que no laboran las 
oficinas de la Administración General 
del Impuesto, así como el día que dio 
lugar a la apertura del término (24-10- 
67), no computable según lo previsto 
por los artículos 12 del Código Civil y 
150 del Código de Procedimiento Civil.

En virtud de las consideraciones que 
anteceden, este Tribunal Primero de Im ­
puesto sobre la Renta, administrando 
Justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la Ley, declara con 
lugar el presente recurso de hecho y, 
en consecuencia, dispone que la A dm i­
nistración General del Impuesto sobre 
la Renta oiga el recurso contencioso- 
fiscal interpuesto por la empresa Cor­
poración Venezolana de A lum inio C. A.,
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contra las planillas de liquidación Nos. el 11-10-67, con montos de Bs. 184.828,41
427639 y 427640 emitidas a su cargo y 139.573,61, respectivamente".

5 . - 3 6 1 . — DEL T R IB U N A L PRIM ERO D EL IM PU E ST O  SO B R E  LA 
R EN T A  (C A SO : LABORATORIOS P A L E N Z O N A ).— D E  19 DE  
JULIO D E  1968.— P O N E N T E : DR. P. E. D O M IN G U E Z  SA N ­
CHEZ.— SIN  LUGAR.

PRESCRIPCION: Actos interruptivos.

"A  tal respecto el Tribunal observa:
La Ley de Impuesto sobre la Renta 

que comenzó a regir el 1-1-56, aplica­
ble al ejercicio en cuestión, disponía en 
su artículo 90, que la obligación de pa­
gar los impuestos en ella establecidos, 
prescribía a los cinco (5) años, contados 
a partir del último día del lapso en que 
debía hacerse la declaración.

Por otra parte, el artículo 48 de la 
citada Ley, disponía que "Toda persona 
o comunidad que obtenga enriquecimien­
tos netos superiores al límite determinado 
por las exenciones de base establecidas 
en la presente Ley, deberá declararlos 
bajo juramento ante el funcionario u 
oficina y en los plazos que prescriba el 
R eglam en to ..." . A su vez, el Regla­
mento establecía en su artículo 7° que 
"Las personas que ejerzan las activida­
des a que se refieren los Capítulos IV, 
V  y VI de la Ley, harán la declaración 
de todas sus rentas dentro de los tres 
meses siguientes a la terminación del 
año civil o del período de doce meses 
que hayan elegido".

Dado el origen de la renta declarada 
por la recurrente (Capítulo IV de la 
Ley), el último día del lapso reglamen­
tario para formular su declaración co­
rrespondiente al ejercicio 1-12-55 a 30-
11-56, era el 28-2-57, y en esta fecha, 
precisamente fue presentada en la Ofi­
cina Liquidadora, según consta en au­
tos. A partir de la citada fecha 28-2-57), 
y en esta fecha, precisamente fue pre­
sentada en la Oficina Liquidadora, se­
gún consta en autos. A partir de la ci­
tada fecha (28-2-57), conforme a lo pre­
visto en el artículo 90 de la Ley, comen­
zó a correr el lapso de cinco (5) años 
a que él se contrae para la consumación 
de la prescripción, debiendo en conse­
cuencia operarse ésta al transcurrir el 
día 28 de febrero de 1962.

Tanto la Resolución N ? 00670 del
14-6-62 que determina el reparo formu­
lado a la declaración correspondiente al 
ejercicio 1-12-55 a 30-11-56, como la 
planilla de liquidación que concreta el 
impuesto fueron nctificadas a la contri­
buyente el día 15 de junio de 1962, tal 
como lo reconoce ésta en su escrito de 
apelación.
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Ahora bien, entre las fechas del 28- 
2-57 en que fue presentada la declara­
ción del ejercicio y la del 15-6-62, cuan­
do se notificó el reparo formulado a 
esa misma declaración, evidentemente 
transcurrió un lapso superior al de 5 
años, previsto en el artículo 90 de la 
Ley de Impuesto sobre la Renta para 
consumarse la prescripción extintiva a 
que él se contrae; pero el Fisco alega 
en informes, que la prescripción comen­
zada el 28-2-57, fué interrumpida me­
diante la emisión de la planilla de li­
quidación N ° 54.876, expedida en tres 
porciones el día 6 de noviembre de 1957, 
con monto de Bs. 1.205,85, a cargo de 
la recurrente, con base en su declaración 
para el período 1-12-55 a 30-11-56, pa­
gada en sus tres porciones el 12-11-57, 
según consta en autos, por lo que fun­
dadamente puede presumirse fué recibi­
da por la destinataria con posterioridad 
a la fecha de su emisión, y de la cual 
es complementaria la planilla N*? 401.300, 
del 14-6-62, que es precisamente el ob­
jeto de esta controversia.

I I

En la materia relativa al impuesto so­
bre la renta, la jurisprudencia, tanto de 
este Tribunal como de la Corte Supre­
ma de Justicia, ha venido sosteniendo 
de m anera constante, reiterada y unifor­
me que, entre otros, las planillas de li­
quidación emitidas con arreglo a las dis­
posiciones legales y reglamentarias y no­
tificadas o recibidas por el destinatario, 
son medios idóneos para interrumpir la 
prescripción que de los derechos fiscales

esté corriendo a favor de los contribu­
yentes, jurisprudencia que en esta opor­
tunidad acoge y ratifica, la cual está ex­
presada en los siguientes términos por 
la Corte Suprema en su sentencia del
15-7-64, que es la más reciente en la 
materia "el doble mérito que, bajo este 
aspecto (modalidades abstracta y con­
creta de la obligación fiscal) puede atri­
buirse a la expedición de la planilla de 
liquidación fiscal. Esta, en efecto, al 
tiempo que interrumpe los derechos del 
Fisco, o dicho lo mismo de otro modo, 
la de la obligación abstracta de pagar el 
impuesto, establecida en la Ley, abre, 
a partir de la fecha en que su pago se 
hace exigible, el término de prescripción 
de la obligación concreta de pagar el 
impuesto liquidado e individualizado en 
dicha p la n illa ..." . Es decir, cuando se 
ha liquidado bona-fide el impuesto, la 
respectiva planilla, al par que interrum ­
pe la prescripción de la obligación abs­
tracta de pagar el impuesto, cuyo lapso 
había comenzado a correr en la fecha en 
que debía ser presentada la declaración, 
inicia el término de prescripción para la 
obligación concreta de pagarlo, contado 
a partir de la fecha en que se haga exi­
gible su pago; de modo que al inte­
rrumpirse —con la planilla, debidamente 
notificada— de manera general y abso­
luta la prescripción de la obligación abs­
tracta de pagar el impuesto, empieza a 
correr un nuevo lapso de prescripción de 
cinco años, que ampara, como lo tiene 
decidido la jurisprudencia, todos los po­
sibles derechos del Fisco relacionados 
con el ejercicio liquidado.

Sentado como está, que la planilla
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de liquidación bona-fide es un medio 
idóneo para interrum pir la prescripción 
en materia de Impuesto sobre la Renta, 
pasa el Tribunal a realizar los cómputos 
correspondientes a fin de precisar si la 
pretensión de la recurrente es fundada.

Dado el origen de la renta obtenida 
por la contribuyente (Capítulo IV de la 
Ley), el último día del lapso reglamen­
tario para formular la declaración ven­
ció el 28 de febrero de 1957, y en esta 
fecha fué presentada; en consecuencia, 
la prescripción de los derechos del Fis­
co se habría consumado, normalmente, 
para el 28 de febrero de 1962, fecha en 
que se cumplían los cinco (5) años esta­
blecidos en la Le y. No obstante, como 
las planillas de liquidación bona-fide son 
medios idóneos para interrumpir la pres­
e n ; ción —según está ya decidido— es 
evidente que ésta fué interrumpida el 6 
de noviembre de 1957, fecha de expe­
dición de la planilla bona-fide N ° 54.876, 
por Bs. 1.205,85, con base en la decla­
ración presertada por la apelante, plani­
lla que fué cancelada el 12-11-57. Se 
abrió así, un nuevo lapso de prescrip­
ción de cinco (5) años que expiraba el 
6 de noviembre de 1962, y como la pla­
nilla que es objeto de este proceso fué 
expedida, según consta en los autos el 
día 14 de junio de 1962 y recibida por la 
apelante el 15 del mes y año citados, evi­
dentemente, para esta última fecha no 
habían transcurrido los cinco años a que 
se refiere el artículo 90 de la Ley de la

materia aplicable al ejercicio reparado. 
La La prescripción de los derechos fisca­
les no llegó, pues, a consumarse, y así 
lo declara el Tribunal.

En cuanto al fondo del reparo que 
dió origen a esta litis, no controvertido 
por la recurrente, según ya se expresó en 
otra parte de esta sentencia y como se 
desprende de los autos, el Tribunal lo 
ha examinado y al encontrar que está 
fundado en derecho, lo confirma. Así se 
declara.

Por las razones expuestas, este T ri­
bunal Primero de Impuesto sebre la 
Renta, administrando Justicia en nom­
bre de la República y por autoridad de 
la Ley, declara sin lugar el presente re­
curso y en consecuencia confirma la li­
quidación complementaria N ° 401.300, 
expedida el 14-6-62, por la Administra­
ción General del Impuesto sobre la Ren­
ta, a cargo de la contribuyente apela 'te  
Laboratorio Palenzona C.A. Industrial, 
por la cantidad de Bs. 3.846,84.

Se exime a la recurrente del pago de 
los intereses previstos en el Parágrafo 
Unico del artículo 92 de la Ley de la 
materia de 13-2-61, cuyo contenido es 
similar al del artículo 145 de la Ley hoy 
en vigor, por considerar el Tribunal que 
la apelante tuvo motivos racionales para 
litigar, ya que la cuestión debatida, para 
la fecha de la interposición del recurso 
(1962), no había sido aún suficiente­
mente clasificada por la jurisprudencia.

23



6 . - 3 6 2 . — D EL T R IB U N A L  PRIM ERO DEL IM PU E ST O  SO B R E  LA 
R E N T A .— D E  19 D E  JULIO D E  1968.— P O N E N T E : DR. P. E . 
D O M IN G U E Z  SANCH EZ (C A SO : TE LA R E S LOS A N D E S  S. A .). 
SIN  LUGAR.

REBAJA POR INVERSIONES:

"Las normas aplicables, por su vi­
gencia temporal, al caso de autos, son 
las contenidas en la Ley de Impuesto so­
bre la Renta de 19-12-58, y el Reglamen­
to del 11-1-56, en cuyos instrumentos 
basan los sentenciadores la presente de­
cisión, pues la cuestión sometida al co­
nocimiento del Tribunal se refiere a la 
declaración de rentas formulada por la 
recurrente en virtud de sus actividades 
económicas cumplidas durante el ejerci­
cio comprendido entre el 1-1-59 al 
31-12-59; cuestión que conforme se des­
prende de las actas procesales, se con­
creta a la interoretación del últiimo apar­
te del Parágrafo Cuarto del artículo 38 
de la citada Ley de Impuesto sobre la 
Renta, relativo a la determinación del 
monto de las inversiones hechas por la 
contribuyente durante el año gravable a 
los fines de precisar el porcentaje que 
tales inversiones guardan con la renta 
neta global y poder así determinar qué 
tanto por ciento ha de rebajarse del im­
puesto complementario progresivo liqui­
dado con arreglo a la tarifa contempla­
da por el artículo 38 de la Ley. Más pre­
cisa y concretamente: si del costo de las 
inversiones hechas por la contribuyente 
durante el año gravable, debe deducirse, 
a los fines de la determinación del por­
centaje de inversión, el monto de las de­

preciaciones del ejercicio correspondiente 
a esas mismas inversiones, tal como lo 
hizo la empresa; o si por el contarrio 
debe sustraerse del costo de las nuevas 
inversiones la totalidad de las deprecia­
ciones ocurridas durante el año; no sólo 
la porción aplicable a las nuevas inver­
siones, sino también la aplicada a los de­
más activos de la empresa, es decir, la 
totalidad de lo deducido por la Compa­
ñía en el ejercicio en concepto de depre­
ciación a los fines de la determinación 
de su renta neta gravable en el Capítulo 
IV de la Ley (del impuesto sobre los be­
neficios industriales y comerciales y 
otros enriquecimientos), criterio éste últi­
mo que es el adoptado por el Organismo 
Reparador. La cuestión, como ya está 
dicho, reviste interés en virtud del cré­
dito que al impuesto complementario 
progresivo concede lá Ley en su Pará­
grafo Cuarto del artículo 38, crédito que 
se determina previa delimitación del por­
centaje que guarde la inversión efec­
tuada con la renta neta global obtenida 
en el ejercicio; la norma legal erada tex­
tualmente ex-resa: "Los contribuyentes 
que efectúen inversiones en el país, du­
rante el año gravable, para activos fijos 
representados por equipos destinados a 
empresas que se dediquen a la elabora­
ción de productos industriales, genera­
ción o distribución de energía eléctrica, 
o de transporte, cuando estas activida­
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des quedan comprendiidas en el Capí­
tulo IV, o los destinados a las activida­
des comprendidas en el Capítulo VI, go­
zarán de una rebaja del impuesto com­
plementario, según la relación entre la 
inversión y la renta neta global, de acuer­
do con la siguiente esca la ..."

"En el caso de contribuyentes del 
Capítulo IV indicados al comienzo 
de este parágrafo la reducción de im­
puesto sólo se aplicará cuando los 
ingresos provenientes de la venta de 
artículos manufacturados o de la pres­
tación del servicio alcancen por lo 
menos al 80%  de los ingresos bru­
tos totales del contribuyente por con­
cepto de las actividades señaladas en 
dicho Capítulo".

"N o gozarán de las rebajas de im ­
puesto establecidas por este artículo, 
aquellas empresas que se dediquen al 
envasamiento, la empacadura, y el 
empaquetamiento de productos que no 
hayan elaborado ellas mismas, o a 
otras actividades elementales que no 
constituyan transformación de mate­
ria prima y operaciones de conserva­
ción de productos que, por su natu­
raleza, deben considerarse como in­
dustriales".

"Para la determinación del por­
centaje de inversión con respecto a 
la renta neta global, se deducirán del 
costo de los nuevos activos, los reti­
ros y depreciaciones del ejercicio".
Para decidir el Tribunal observa:
N o es esta la primera vez que se plan­

tea a la consideración de este Organis­
mo la cuestión aquí debatida, ya en an­
teriores oportunidades el Tribunal se

pronunció acerca de un caso semejante 
al de autos: sentencia N ° 340 del 10 de 
abril de 1967, recaída en la apelación in­
terpuesta por la Compañía "Eternit de 
Venezuela, S.A."; en dicha decisión se 
sustenta el criterio de que para la deter­
minación del monto de las inversiones 
efectuadas en el año gravable a los fines 
de su comparación con la renta neta glo­
bal y consiguiente delimitación de la re­
baja de impuesto complementario acor­
dada por el Parágrafo Cuarto del artícu­
lo 38 de la Ley, debe deducirse la tota­
lidad de la depreciación asignada en el 
año gravable a todos los activos de la 
empresa y no sólo la de los activos fijos 
constitutivos de la inversión realizada.

A continuación transcribimos par­
cialmente la aludida jurisprudencia con­
tenida en la sentencia N ° 340 :"Este pro­
blema ha sido planteado en anteriores 
oportunidades ante este Tribunal y ante 
la Corte Suprema de Justicia, Sala Polí­
tico-Administrativa. En efecto podemos 
leer en la Sentencia de este alto organis­
mo judicial, de fecha 10-6-63, lo siguien­
te: "N o fue sino en la Ley de Reforma 
parcial de la Ley de Impuesto sobre la 
Renta de diciembre de 1946, cuando aoa- 
reció consagrado en el artículo 28, Pará­
grafo Primero, el desTavamen fiscal co­
mentado por las rentas superiores a 14 
millones de bolívares. Sin embargo, como 
allí no se estabeció un mecanismo pre­
ciso para determinar las inversiones que 
gozarían de este beneficio, se incurrió 
en la confusión de creer que era el es­
tablecido por el artículo 11 ejusdem".

"Ahora bien, esta confusión, vino a 
ser definitivamente disipada, de manera
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expresa, por la Ley de Impuesto hobre 
la Renta de 1958. En efecto, su articulo 
38 (equivalente al 28 de las leyes ante­
riores), a la vez que modificaba las ta­
rifas relativas al desgravamen, ratificó 
dicho desgravamen o rebaja en favor 
"del costo de las inversiones efectuadas 
en el país por el contribuyente en la ex­
pansión de sus medios de producción", 
pero lo aclaró, definitivamente, en el 
nuevo Parágrafo Segundo, al establecer 
que "para determinar el monto de las in­
versiones efectuadas en el país  se
deducirán del costo de los nuevos acti­
vos los retiros y depreciaciones del ejer­
cicio y no se tomarán en cuenta las in­
versiones deducid 's conforme al ordinal 
7° del artículo 12".

"Y más adelante se asienta: "La Ley 
de 1958 dice que "para determinar el 
monto de las inversiones efeettuadas en
el país  se deducirán del costo de
los nuevos activos, los retiros y deprecia­
ciones del ejercicio............... " esto es, or­
dena expresamente deducir los "retiros" 
y "depreciiaciones" (del ejercicio), que 
no lo ordenaba la Ley aplicable al caso 
sub judice. Sin embargo, en cuanto a los 
retiros, el mismo T ribural ha venido 
considerando, con es'ecial acierto sin 
duda, que ellos deben deducirse, pese a 
la omisión de su referencia expresa en 
la legislación anterior, por entender, 
ciertamente, que las inversiones en ellos 
no responden al concepto —económico y 
legal— de expansión en los medios de 
producción de la empresa; pero en cam­
bio, y precisamente con base en la mis­
ma omisión de esta referencia expresa 
en tal legislación, subsanada en la refor­

ma de ésta, establece la recurrida que 
las "depreciaciones" no son deducibles. 
Hay evidente inconsecuencia en el razo­
namiento. Si la omisión, en la legisla­
ción aplicable al caso de autos, de la re­
ferencia a los "retiros" no fue óbice 
legal alguno para que los sentenciadores 
de la Primera Instancia se pronunciaran 
por la deducción de los mismos, tampoco 
habría de serlo para que también se pro­
nunciaran, en igual sentido, respecto de 
las depreciaciones"; o, a la inversa, si la 
referencia expresa a éstas en la legisla­
ción posterior constituyó el óbice legal 
para que ellos mismos excluyeran las 
"depreciaciones", ha debido serlo tam­
bién para excluir, "depreciaciones", por 
considerar que su mención expresa en 
la legislación posterior significaba "cam­
biar el criterio acogido aiteriorm ente en 
la Ley reformada", también ha debido 
excluir, por el mismo motivo, los "re­
tiros". Sin embargo, en la opinión de la 
Corte, no se ha o~erado en la legislación 
cambio alguno de criterio en lo que a 
la materia respecta, ni menos aún, se 
trata de aplicar la Ley nueva a situacio­
nes ya creadas durante la vigencia de la 
Ley vieja, por lo cual no hay lugar a 
plantearse el problema de la irretroacti- 
vidad de las leyes. Al contrario, la re­
forma legislativa, en este punto, no tuvo 
otro alcance, como ya se dijo, que el de 
aclarar, definitivamente, el concepto de 
inversiones conducente a la expansión en 
los medios de producción de la empre­
sa y de disipar, en la misma forma, las 
dudas creadas al margen del texto legal 
anterior, pero ello no implica, de ningu­
na manera, cambio alguno de criterio,
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toda vez que el concepto fundamental, 
que da lugar al beneficio fiscal aquí 
cuestionado, continúa siendo el mismo 
en una y otra legislación, a saber: "las 
inversiones efectuadas en el país por el 
contribuyente en la expansión de sus me­
dios de producción"; y por tales "inver­
siones" debe entenderse, mediante la in­
terpretación económicamente razonable 
del concepto, como bien lo asienta el re­
presentante del Fisco en sus informes, 
las inversiones netas, resultantes éstas, al 
deducir, de su monto bruto, los retiros 
y sus depreciaciones durante el ejercicio, 
por ser ellas las que vienen a determi­
nar, sin la menor duda, si, en su conse­
cuencia se produjo tal "expansión en los 
medios de producción de la empresa".

Más adelante, la mencionada senten­
cia agrega: "El Tribunal por su parte 
aduce lo siguiente: la parte final del pa­
rágrafo 4° del artículo 38 de la Ley de 
la materia ya aludida, dice así: "Para la 
determinación del porcentaje de inver­
sión con respecto a la renta neta global, 
se deducirán del costo de los nuevos acti­
vos, los retiros y depreciaciones del ejer­
cicio".

"Es necesario desentrañar el verdade­
ro sentido y alcance de esta norma legal 
en discusión para poder precisar su 
exacta aplicación. Encontramos en el 
primer supuesto de hecho de la misma, 
contenido en su parte primera, que el 
propósito de crear esta rebaja no es otro 
sino procurar con este incentivo que se 
incrementen las inversiones de capitales 
en el país, con miras a obtener un ver­
dadero desarrollo tanto en la industria, 
en la energía eléctrica, en el transporte,

como en las actividades propias de la 
agricultura y cría, que se estima conve­
niente favorece; en defensa del bien co­
lectivo, lo cual se traduce en fuente per­
manente de ingresos que, al asegurar 
por otra parte fuerzas constantes de tra­
bajo, van a proporcionar un desarrollo 
progresivo de esas actividades sin que se 
llegue a una situación estática, que no 
permita ese progreso deseado".

"Así pues, para que el contribuyente 
tenga pleno derecho a este incentivo, el 
legislador ha previsto en la parte final 
del dispositivo legal, el procedimiento 
que va a precisar la inversión efectiva en 
el año gravable, y así estableció que del 
costo de estas nuevas inversiones los re­
tiros y depreciaciones del ejercicio, ya 
que mal podría considerarse que, un 
contribuyente que haga nuevas inversio­
nes en el ejercicio por un monto igual 
o inferior al de las depreciaciones y re­
tiros de los nuevos activos), efectúe una 
inversión efectiva, cuando estos nuevos 
bienes incorporados, vienen a sustituir, 
en parte, a aquellos que se han retirado, 
ya sea por su antigüedad, ya sea porque 
se ha llevado a cabo enteramente la vida 
útil de esos bienes y se han depreciado 
por consiguiente, en su totalidad, ya sea 
por destrucción, rotura, etc., por lo que 
se hace necesaria la restitución de los 
mismos; considerándose que el propósi­
to de la contribuyente es el mantener el 
mismo ritmo de producción, o bien su­
perarlo, porque de lo contrario, al dejar 
de reponer esos activos cuando se han 
cumplido los hechos antes anotadns, el 
contribuyente, entonces, estaría declina­
do en sus actividades productoras".
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El anterior criterio, que acoge y rati­
fica el Tribunal en el presente caso, está 
además claramente analizado por el re­
presentante del Fisco en la oportunidad 
de informes, en efecto, en sus conclusio­
nes escritas expresa: "Es inconcebible
presumir que el legislador al referirse a 
la depreciación, en la norma debatida, 
aluda únicamente a la de los nuevos ac­
tivos ya que la depreciación de estos 
en el primer año no representa para el 
Fisco un valor insignificante que no vale 
la pena tomar en cuenta como factor de 
sustraendo a la inversión, máxime si esa 
depreciación sólo comprende una frac­
ción de año, como sucede en la mayoría 
de los casos de esta índole1'.

A todo lo ya expuesto, el Tribunal en 
esta oportunidad agrega: la idea protec­
cionista que la Ley contempla y que la 
contribuyente trata de negar, aparece evi­
dente en el caso concreto de autos, pues 
al examinar el oficio contentivo del re­
paro observamos que el impuesto com­
plementario progresivo que normalmen­
te hubiera pagado la recurrente —de no 
existir la norma protectora— asciende 
a Bs. 595.042,75; pero esta cantidad que­
da reducida a Bs. 535.538,45 por aplica­
ción precisamente de la disposición legal 
cuyo propósito estimulador se pretende 
desconocer. El sacrificio que el Fisco so­
portó en este caso concreto lo fue de una 
magnitud bastante apreciable: Bolíva­
res 59.504,30, queda así de manifiesto 
que no son negatorios los incentivos a la 
inversión previstos en la norma tal como 
la concibió el legislador y lo ha venido 
interpretando este Tribunal.

También desea el Tribunal referirse

a los siguientes argumentos traídos por el 
apoderado de la recurrente en la opor­
tunidad de informes:

l°—En cuanto a la argumetación con­
cerniente a una decisión (sentencia N ° 
l l  del H-7-67) del Tribunal Segundo 
de Impuesto sobre la Renta, éste, como 
organismo jurisdiccional que es, está in­
vestido de la debida potestad para pro­
nunciarse libremente acerca de los casos 
sometidos a su conocimiento, pero es 
de precepto que sus decisiones no son 
vinculantes ni para él mismo, puesto que 
puede modificar su propia doctrina, lo 
cual no es extraño ni trascendental que 
acontezca en los diversos órganos ju­
risdiccionales. Por lo demás tal decisión 
se encuentra sujeta a revisión para un 
pronunciamiento definitivo en el Orga­
nismo Superior Jerárquico.

2°—Pretende el apoderado de la con­
tribuyente que la norma contenida en 
el Parágrafo Primero de la novísima Ley 
de Impuesto s 'b re  la Re"ta que comen­
zó a regir el l°  de enero de 1967, consti­
tuye una interpretación auténtica del tex­
to del Decreto Ley de 1958 bajo cuyo 
imperio acontecieran los hechos objeto 
de esta decisión, y para reforzar su
aserción cita párrafos de la sentencia dic­
tada el 10-6-63 por h  Corte Suorema de 
Justicia en Sala Polítíco-Admi"istrativa, 
publicada en Gaceta Oficial N ? 27.199 
del 20-7-63. N o comparte el Tribunal
el punto de vista del apoderado de la 
recurrente, porque si bien es cierto que 
la "interpretación antentica de la Ley", 
en el prístino sentido de la frase, corres­
ponde a los Organos Legislativos, mal 
podrían éstos hacerlo respecto a disposi-
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cioncs derogadas, como sería el caso de 
autos. Por otra parte, la expresión de la 
Corte Suprema de Justicia traída por 
la recurrente en sus informes, lo fué 
parcialmente; este alto Tribunal al refe­
rirse a la cuestión, emplea la frase "por 
así decirlo", poniendo de manifiesto en 
esta forma que su declaración ha sido en 
sentido figurado y así la aprecia este 
Tribunal.

Y algo más, en la mente del Poder 
Ejecutivo ha existido la idea de ir atem­
perando el incentivo fiscal por inversio­
nes mediante las sucesivas reformas que 
ha presentado a las Cámaras, según se 
desprende de una exposición el ciudada­
no Ministro de Hacienda publicada en 
el periódico "El Nacional" del 20-12-58, 
cuando expresa: "O tra reforma de par­
ticular Interés es la introducción de un 
sistema de exoneración parcial del im ­
puesto en razón de las inversiones he­
chas en actividades productivas, lo que 
tiende a. crear un incentivo a la indus­
tria, la agricultura, la cría, el transporte 
y la energía. Esta reforma constituye una 
innovación que se ha querido introducir

a título experimental, con vista a esta­
blecer un sistema más completo en un 
futuro próximo. (Subrayado nuestro).

I I I

Con base en las considertaciones que 
anteceden y en atención a expresa dispo­
sición de la Ley, según la cual para la 
determinación del porcentaje de inver­
sión con respecto a la renta neta global, 
se deducirán del costo de los nuevos ac­
tivos, los retiros y depreciaciones del 
ejercicio, este Tribunal estima correcto 
el reparo de la Sala de Examen de la 
Contraloría General de la República y 
consiguientemente la planilla de liqui­
dación N ? 326.124, emitida con base en 
dicho reparo el día 17-11-65, por la Ad- 
nistración General del Impuesto sobre la 
Renta, a cargo de la recurrente y con 
monto de Bs. 5.950,40. — Así se declara.

En consecuencia, este Tribunal Pri­
mero de Impuesto sobre la Renta, admi- 
nisrtando Justicia en nombre de la Re­
pública y por autoridad de la Ley, de­
clara sin lugar la presente apelación.

7.— 363.— DEL T R IB U N A L PRIM ERO DEL IM P U E ST O  SO B R E  LA 
R E N T A .— P O N E N T E : D R. JO SE LU IS A LB O R N O Z O .— D E  22  
D E  JULIO D E  1968 (C A SO : CO R PO R AC IO N  V E N E Z O L A N A  
D E  ALUM INIO (C O V E N A L ). —  R EC U R SO  D E  H ECH O  CON  
LUGAR.

FECHA D E N O TIFIC A CIO N : nal pasa a dictar su fallo, a cuyo objeto
observa:

PRUEBAS. Conforme se desprende de los autos,
la Administración General del Impuesto 

Siendo oportunidad legal, el Tribu- sobre la Renta se negó a oir el recurso
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contencioso-fiscal interpuesto el 14 de 
noviembre de 1967 por Corporación Ve­
nezolana de Aluminio C.A. (COVE, 
N A L), contra las planillas de liquida- 
cinó de impuesto y multa, expedidas a 
su cargo el 11-10-67, bajo los números 
427637 y 427638, con montos respecti­
vos de Bs. 81.404,45 y 46.268,09, al sus­
tentar la nombrada oficina en Resolu­
ción N ° HIR-100-00412-4, del 13-5-68, 
el criterio de haber sido extemporáneo el 
recurso deducido, en razón de que el 
artículo 127 de la vigente Ley de Im ­
puesto sobre la Renta establece el térmi­
no de quince días hábiles para tal fin y 
"entre la fecha de recibo de las planillas 
impugnadas, según constancia de recibo, 
o sea el 14 de octubre de 1967, y la fecha 
en que fué interpuesto su escrito de im­
pugnación, 14 de noviembre de 1967, 
transcurrieron más de los quince (15) 
días hábiles señalados por la Ley como 
término para su interposición, éste en 
definitiva resulta extemporáneo".

Por su parte, la recurrente sostiene 
que no es cierta la extemporaneidad del 
recurso, alegada por la Administración 
del Impuesto, en virtud de que las pla­
nillas objeto de apelación fueron recibi­
das por ella el 25 de octubre de 1967 y 
el correspondiente escrito fué intro­
ducido el 14 de noviembre de 1967, 
o sea dentro del lapso previsto por 
el artículo 127 de la Ley de la materia.

El Tribunal observa:
Conforme a lo expresado, la cuestión 

a decidir se concreta a precisar la fecha 
en que la contribuyente recibió las pla­
nillas objeto del recurso, pues si lo fué 
el 14-10-67, como lo sostiene la Oficina

Liquidadora, evidentemente aquel es 
extemporáneo, mientras que si por el 
contrario se acoge la fecha alegada por 
la recurrente (25-10-7), el recurso apa­
rece interpuesto dentro del término legal, 
o sea el penúltimo día del lapso —15 
días hábiles— acordado a tales fines por 
el artículo 127 de la Ley de Impuesto 
sobre la Renta, pues bien notorio es que 
conforme al Calendario Gregoriano que 
nos rige, del 25 de octubre de 1967 al 
14 de noviembre del mismo año, trans­
currieron veintiún (21) días, entre éstos 
tres (3) domingos (días 29-10-67), así 
como el 5 y el 12 de noviembre) típica­
mente inhábiles; y también tres (3 ) sá­
bados (días 28-10-67 y 4 y 11 de no­
viembre) en que tampoco labora la Ad­
ministración General del Impuesto sobre 
la Renta; transcurrió igualmente el día 
que dió lugar a la apertura del término 
establecido por la Ley de la materia para 
intentar el recurso contencioso-fiscal 
(día 25-10-67) tampoco computable den­
tro de aquel término en virtud de la 
regla de derecho "dies a quo no compu- 
tatur in termino” , acogida por nuestro 
ordenamiento positivo, tanto material 
como formalmente, con los artículo 12 
del Código Civil y 150 del Código de 
Procedimiento Civil.

Ahora bien, en el caso concreto del 
presente recurso de hecho, la Adminis­
tración General del Impuesto sobre la 
Renta sostiene que las planillas de liqui­
dación fueron recibidas por la contribu­
yente el día 14-10-67 y en autos apare­
cen producidas por ella ,los originales
(2) de las constancias de recibo de las 
planillas Nos. 427637 y 427638, en cuyo
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texto se lee que fueron dirigidas a Cor­
poración Venezolana de Aluminio, C.A., 
Edificio Gran Avenida, segundo piso, 
Plaza Venezuela, Caracas. Igualmente 
aparece que la persona que firma "H er­
menegildo, la que según la recurrente, 
es conserje del edificio donde están sus 
oficinas, pero ningún nexo de trabajo 
tiene con ella y para probar este alegato 
promovió la testifical de Hermenegildo 
Vengoechea y la relación del personal 
que laboró en la empresa en el año civil 
de 1967, presentada al Ministerio del 
Trabajo, conforme al artículo 70 del Re­
glamento de la Ley del Trabajo.

Pero a juicio de este Tribunal, la 
prueba fundamental promovida por la 
recurrente para desvirtuar la aseveración 
de la Oficina Liquidadora respecto de 
le fecha de recibo de las planillas que 
dieron lugar al recurso contencioso-fiscal, 
es de la inspección ocular en el libro de­
signado por la mencionada oficina para 
el despacho de la correspondencia ofi­
cial ordinaria a través de la Oficina Prin­
cipal de Correos de Caracas y en el cual 
se identifican los despachos que contie­
nen las planillas de liquidación de la 
serie denominada "especial", destinadas 
a los contribuyentes de la ciudad de Ca­
racas. Evacuada esta prueba, el Tribu­
nal dejó "constancia expresa de que di­
chas planillas de liquidación fueron re­
cibidas por la Oficina Principal de Co­
rreos de Caracas el día veinticuatro (24) 
de octubre de mil novecientos sesenta y 
siete (1967), a fin de su notificación al 
destinatario Corporación Venezolana de 
Aluminio C.A., el Tribunal examinó y 
tuvo en cuenta a los fines de determinar

la aludida fecha un sello húmedo que 
fue estampado por dicha oficina con si­
guiente texto: "República de Venezue­
la. — Oficina de Correos. — 24 de O CT. 
1967. — Recpetoría Oficial Centro Pos­
tal de Caracas".

Los resultados de la citada prueba 
de inspección ocular, adminiculad a a 
otras promovidas por el apoderado de 
la recurrente, como es por ejemplo el 
sobre que contenía a las tantas veces ci­
tadas planillas de liquidación, al cual 
imprimió la Oficina de Correos de Ca­
racas un sello húmedo que determina 
como fecha de su recepción la del día 
24-10-67, llevan al ánimo de los juzga­
dores, la convicción de que la fecha ins­
crita en las tarjetas de "constancia de 
recibo" —fundamento de la resolución 
recurrida— no responde a la verdad, 
puesto que nunca podría entregar el 
correo el 14-10-67, una correspondencia 
que recibió el 24-10-67, como ha sido 
demostrado.

Por último, cabe señalar que aun 
cuando las planillas recurridas en escri­
to consignado en la Administración del 
Impuesto sobre la Renta el 14 de noviem­
bre de 1967, hubieran sido recibidas por 
la contribuyente el mismo día de su 
consignación en la Oficina de Correos 
(24-10-67), el recurso contencioso-fiscal 
aparece interpuesto en tiempo oportuno, 
o sea el último día del lapso previsto a 
tales fines por el artículo 127 de la vi­
gente Ley de Impuesto sobre la Renta, 
pues de los veintidós (22) días que corren 
entre el 24-10-67 y el 14-11-67, es pro­
cedente rebajar tres (3) sábados (28-10- 
67 y 4 y 11 de noviembre) y tres (3 )
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domingos (29-10-67 y 5 y 12 de noviem­
bre) en que no laboran las oficinas de la 
Administración General del Impuesto, 
así ocmo el día que dió lugar a la aper­
tura del término (24-10-67), no compu­
table según lo previsto por los artículos 
12 del Código Civil y 150 del Código de 
Procedimiento Civil, como hemos dicho 
anteriormente.

En virtud de las consideraciones que 
anteceden, este Tribunal Primero de 
Impuesto sobre la Renta, administrando

justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la Ley, declara con lugar 
el presente recurso de hecho y, en conse­
cuencia, dispone que la Administración 
General del Impuesto sobre la Renta 
oiga el Recurso contencioso-fiscal inter­
puesto por la empresa Corporación Ve­
nezolana de Aluminio C.A., contra las 
planillas de liquidación Nos. 427637 y 
427638, emitidas a su cargo el 11-10-67, 
con montos de Bs. 81.404,45 y 46.268,09, 
respectivamente.
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(Frente al Cine Lido), Tel. 325703, apartado 1821 Caracas, Venezuela.

Dr. Pedro Guerrero Galavís.—Abogado. Asuntos Administrativos, Civiles y Mercantiles. 
Escritorio Jurídico-Tributario: Edif. Roraima, Piso 13, Of. 13F. Avenida Francisco 
de Miranda, Chacaíto (Frente al Cine Lido), Tel. 325703.

Dr. Alberto Corrales Sánchez, Abogado. Escritorio Juridico-Fiscal. Conde a Principal, 
Edif. La Previsora, 4? Piso n° 44. Tel. 815120. Caracas.

Dres. José Andrés Octavio y Gonzalo Salas D. Abogados. Edif. Polar, 6° Piso. Plaza 
Venezuela. Tels. 554459 y 555009. Caracas.


